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UNIDAD III EL JUICIO DE AMPARO DERIVADO DE LOS PROCEDIMIENTOS CIVILES 

 amparo indirecto en los procedimientos derivados del código 

de procedimientos civiles del distrito federal  
Los laudos arbitrales y su ejecución  

doctrina y tribunales jurisdiccionales, no hay inconveniente en aceptar que el convenio 

arbitral se perfecciona por el mero consentimiento de las partes, con la simple 

manifestación del consentimiento entre las partes para celebrar el convenio arbitral; este 

último deviene en válido para el ordenamiento jurídico general y, por tanto, obligatorio 

para las partes, siempre que el acto realizado concurran los requisitos necesarios para la 

validez de un contrato. 

Laudo es aquel acto procesal, mediante el cual el tribunal arbitral resuelve en 

un solo fallo todas las controversias sometidas a su conocimiento; también  

puede ser considerado como “laudo final” aquel que culmina la tarea de los 

árbitros, luego de haber dictado uno o más “laudos parciales”. 

la concepción material del convenio arbitral, la obligación compromisoria es plenamente 

patrimonial. Por el contrario, la tesis formal viene a propugnar la idea de que los contratos 

procesales, y entre ellos el convenio arbitral, generan obligaciones imperfectas sin 

responsabilidad. 

esa amputación se hace, en nuestra opinión, arbitrariamente, desconociendo lo dispuesto 

en el artículo 1254 del CC para todo contrato (el contrato existe desde que una o varias 

personas consienten en obligarse, respecto de otra u otras, a dar alguna cosa o prestar 

algún servicio) sin otro fundamento que el propio apriorismo dogmático y, en última 

instancia, como se desprende existe una concepción en exceso estatalista del derecho y la 

jurisdicción. 

 valor económico del convenio arbitral suele ponerse en manifiesto en su frustración o 

incumplimiento. En efecto: en muchas ocasiones, la cláusula compromisoria, no es objeto 

de una negociación realmente consiente, o sencillamente se evita hacer excesivo hincapié 

en el método de la resolución de disputas, como para alejar, en el momento del acuerdo, la 

propia eventualidad del desacuerdo. 

embargo la elección de un método inapropiado de resolución de controversias puede 

comprometer el equilibrio económico del contrato y descabalar por completo los cálculos de 

las partes negociadoras. 

Cuando la ley nos indica que el laudo debe estar “firme” significa que no es 

posible la ejecución pendiente los recursos pertinentes. Ergo, al igual que 

tratándose de las sentencias no es posible una ejecución basándose en un 

título aún no definitivo (o sea no es posible la ejecución provisional). 

referido aquellos laudos que resuelven de manera definitiva parte de la 

controversia sometida a conocimiento del tribunal arbitral, dejando 

pendiente de resolver el resto del conflicto. Otra parte de la doctrina 

denomina a los laudos parciales, “laudos interinos o laudos interlocutorios”. 

en el transcurso de las actuaciones arbitrales las partes llegaran a un 

acuerdo por transacción o conciliación; las partes podrán formalizan su 

acuerdo a través de un contrato de transacción y darán por concluido el 

arbitraje; o, pueden optar por solicitarle expresamente al árbitro que 

formalice su acuerdo a través de un laudo arbitral, con lo que otorgarán a su 

acuerdo privado la autoridad y efectos propios de una sentencia con calidad 

de cosa juzgada. 

 artículo 59 de la Ley Arbitral, establece que el laudo arbitral consentido o 

ejecutoriado tiene “efectos de cosa juzgada”. En la intención del legislador 

arbitral estaba que en caso de incumplimiento no se requiriera la 

intervención de los órganos jurisdiccionales a los efectos de llevarlo a 

ejecución. 

allí que en el párrafo final del artículo 59 nos da entender que la ejecución 

es la extrema ratio “Si la parte obligada no cumple con lo ordenado por el 

laudo, en la forma y en los plazos establecidos, o en su defecto, dentro de 

los quince (15) días de notificada con el laudo o con las rectificaciones, 

interpretaciones, integraciones y exclusiones del laudo, cuando 

corresponda; la parte interesada podrá pedir la ejecución del laudo a la 

autoridad judicial competente, salvo que resulte aplicable el artículo 67”. 

Sin embargo, el intento es fallido: las partes no pueden otorgar facultades 

“para la ejecución”, pues ello no está en su esfera de disponibilidad. Así 

que se quiera o no frente al incumplimiento de fallo del laudo no habrá 

más remedio que acudir al Poder Judicial. 

En rigor, todo lo que implique el uso de fuerza está vedado a los 

juzgadores privados, y ello no solo en relación a la actividad ejecutiva en 

estricto, sino también en relación a la propia actividad declarativa: así, los 

árbitros no cuentan con poder coercitivo para, p.ej., hacer concurrir con el 

auxilio de la fuerza pública a un tercero a los efectos de que preste una 

declaración testimonial. En tales casos, de surgir resistencia del tercero, 

deberán recurrir a la autoridad judicial a fin de que le preste su 

“colaboración” para la actuación de la prueba: Y lo propio ocurrirá si 

debiéndose realizar una inspección se encuentren con resistencias para su 

realización. Vale decir que cuando exista un obstáculo (cualquier 

obstáculo) que implique el uso (o la amenaza del uso) de la fuerza pública 

siempre deberán recurrir a su depositaria: la organización judicial pública. 

laudo es ejecutable aun cuando contra el mismo se haya ejercitado acción 

de anulación, pero el ejecutado podrá solicitar la suspensión de la ejecución 

(siempre que ofrezca caución por el valor de la condena más los daños y 

perjuicios que pudieran derivarse de la demora en la ejecución), que se 

alzara en cualquier caso cuando conste al tribunal la desestimación de la 

acción de anulación, sin perjuicio del ejecutante de solicitar en su caso la 

indemnización de los daños y perjuicios causados. 

 artículo 688, inciso 212, del CPC y artículo 68 de la Ley Arbitral confluyen: “El laudo se 

ejecutará como una sentencia”, tanto la ley especial como la general, mantienen coherencia. 

Una vez presentada la demanda de ejecución (una demanda que debe reunir todos los 

requisitos del artículo 424 del CPC, en lo pertinente, pues es una demanda de ejecución), el 

juez debe dictar el llamado “mandato de ejecutivo, conforme a lo establecido en el artículo 

690-C del CPC, en el cual se dispondrá el cumplimiento de la obligación contenida en el laudo, 

bajo el apercibimiento correspondiente. 

 juzgador a fin de que el ejecutado ejerza su derecho de contradicción (Artículo 690-D CPC), le 

otorgara un plazo de cinco días, que sustente su posición con medios probatorios idóneos 

respecto a los siguientes supuestos:  1) Inexigibilidad o iliquidez de la obligación contenida en 

el título; 2) Nulidad formal o falsedad del título; o, cuando siendo éste un título valor emitido 

en forma incompleta, hubiere sido completado en forma contraria a los acuerdos adoptados, 

debiendo en este caso observarse la ley de la materia; 3) La extinción de la obligación exigida; 

Cuando el mandato se sustente en título ejecutivo de naturaleza judicial, sólo podrá 

formularse contradicción, dentro del tercer día, si se alega el cumplimiento de lo ordenado o 

la extinción de la obligación, que se acredite con prueba instrumental. 

El proceso de ejecución es el mecanismo que se utiliza para lograr la satisfacción o 

materialización de la obligación contenida en el título, en un escenario de garantías y de 

exigencias a través de la fuerza, en el caso que opere en el escenario judicial. La facultad de 

ejecución, permite el empoderamiento que hacen las partes del árbitro, a quien delegan no 

solo el poder para que defina el conflicto sino que este pueda además ingresar a la ejecución 

de lo que defina; esta facultad es la expresión del ejercicio de la autonomía privada de 

voluntades, la misma que va a tener una limitante, cuando requiera recurrir a la fuerza para 

doblegar la, resistencia del obligado. Bajo ese supuesto, será inoperante y sin éxito la 

ejecución del laudo en sede arbitral, por tanto, no habrá más alternativa que recurrir al poder 

de la jurisdicción para el ejercicio de la vis compulsiva. 
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UNIDAD IV LA ACCION DE NULIDAD DE JUICIO CONCLUIDO 

Antecedentes Fundamento 

el considerando octavo de la ejecutoria a que este documento se refiere, 

previamente a abordar el estudio de los conceptos de invalidez orientados a 

cuestionar la constitucionalidad de los artículos 737 A al 737 L del Código de 

Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, que regulan la acción de 

nulidad de juicio concluido, se examinó la institución de la cosa juzgada, desde 

la perspectiva constitucional, a cuyo efecto, los señores Ministros que 

integraron la mayoría simple (que no alcanzó la votación calificada relativa) 

concluyeron, sustancialmente, que aquélla es inmutable, es decir, que no 

admite excepción alguna, porque dota de seguridad y certeza jurídica a todo 

procedimiento jurisdiccional. 

acción de nulidad de juicio concluido es la materialización de la opción más 

trascendente, porque está disponible, precisamente, una vez que el juicio ha 

concluido y su decisión ha causado estado, a diferencia de los demás medios de 

defensa, que prácticamente tienen lugar en el curso del procedimiento, antes de 

que exista sentencia firme o, excepcionalmente, después de ese momento, pero 

limitado su ejercicio al plazo previsto en las normas relativas y ante autoridad 

desvinculada al juzgador de origen, como ocurre en el caso del juicio de amparo 

directo. 

acción de nulidad de juicio concluido no debe admitirse en nuestro sistema 

jurídico y, por ende, debe expulsarse íntegramente de nuestro sistema jurídico. 

obstante, como la postura descrita no alcanzó la votación calificada necesaria 

para invalidar, en su integridad, los preceptos que regulan la acción de 

nulidad de juicio concluido, tan sólo logró declararse la inconstitucionalidad 

de determinados supuestos en que los suscritos Ministros, junto con los 

señores Ministros José Ramón Cossío Díaz y Juan N. Silva Meza, 

considerábamos que eran inconstitucionales, pero –en términos generales– 

por motivos diversos a los expresados por los Ministros que integraron la 

mayoría; asimismo, en relación con los supuestos en que los integrantes de 

la minoría estimábamos que debían calificarse constitucionales y, por ende, 

reconocerse su validez, dado que los de la mayoría consideraban, de entrada, 

que todo el sistema es inconstitucional, la consecuencia de ello fue que, en 

tales casos, la acción de inconstitucionalidad fuera desestimada. 

Previamente a determinar la validez o no de los preceptos que regulan la acción 

de nulidad de juicio concluido, es menester atender a la naturaleza de la “cosa 

juzgada”, como consecuencia de la firmeza que un procedimiento jurisdiccional 

concluido genera, así como a su fundamento contenido en la Constitución 

General de la República. 

problema que en la perspectiva constitucional representa la acción de nulidad 

de juicio concluido debe formularse con la interrogante relativa a si, en primer 

lugar, con tal figura jurídica logra conciliarse el derecho fundamental de acceso 

efectivo a la jurisdicción, con el diverso de la seguridad y certeza jurídica, así 

como si se respetan las garantías constitucionales aplicables en materia 

judicial. Así, la cosa juzgada es una forma que las leyes procesales han previsto, 

como regla que materializa la seguridad y la certeza jurídicas que resultan de 

haberse seguido un juicio que culminó con sentencia firme. 

autoridad de la cosa juzgada que se atribuye a la sentencia definitiva no se funda 

en una ficción, sino en la necesidad imperiosa de poner fin a las controversias, a 

efecto de dar certidumbre y estabilidad a los derechos del litigio, como 

consecuencia de la justicia impartida por el Estado, por medio de los jueces. Si 

bien la cosa juzgada se alcanza a través de una sentencia firme, como producto 

de un procedimiento llevado con las formalidades esenciales y que, en 

consecuencia, constituye la verdad legal, que como tal su inmutabilidad debiera 

respetarse; lo cierto es que no debe incurrirse en el exceso de extender el valor 

de la cosa juzgada, más allá de los límites razonables, con el riesgo de caer en lo 

arbitrario. 

el sistema jurídico mexicano, la institución de la cosa juzgada se ubica en la 

sentencia obtenida de un auténtico proceso judicial, entendido éste como el que 

fue seguido con las formalidades esenciales del procedimiento, de conformidad 

con lo dispuesto en el artículo 14, párrafo segundo, de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos, lo cual da seguridad y certeza jurídica a las partes. 

 la par que la Constitución Federal tutela la seguridad y la certeza jurídicas, a través 

de las formalidades esenciales del procedimiento que configuran la garantía de 

debido proceso, en términos de lo previsto en el artículo 14, párrafo segundo, de 

dicha Ley Fundamental; aquélla tutela también, en su artículo 17, a guisa de 

derecho fundamental, el acceso a la justicia, de manera gratuita, pronta, expedita, 

imparcial e independiente, lo cual no puede entenderse constreñido al hecho de 

establecer para tal efecto, tribunales y jueces que la impartan. 

 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos tutela el derecho al debido 

proceso legal, que implica que se entablen relaciones jurídico-procesales válidas; 

asimismo, tal ordenamiento supremo tutela el diverso derecho a que las decisiones 

judiciales sean fundadas y motivadas en derecho, a través de la garantía de 

legalidad, prevista en su artículo 16. 

cosa juzgada se configura sólo cuando una sentencia debe considerarse firme, es 

decir, cuando no puede ser impugnada por los medios ordinarios o 

extraordinarios de defensa; sin embargo, existen fallos que no obstante su 

firmeza no adquieren autoridad de cosa juzgada, ya que pueden ser modificados 

cuando cambien las circunstancias que imperaban cuando se emitió la decisión, 

como ocurre, verbigracia, con lo previsto en el segundo párrafo del artículo 94 

del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, conforme al cual, 

las resoluciones judiciales firmes dictadas en negocios de alimentos, ejercicio y 

suspensión de la patria potestad, interdicción, jurisdicción voluntaria y las 

demás que las leyes prevean, como aquellas pronunciadas en los interdictos y 

acerca de las medidas precautorias, pueden alterarse cuando se modifiquen las 

circunstancias que afectan al ejercicio de la acción que se dedujo en el juicio 

correspondiente. Aun 

cosa juzgada se configura sólo cuando una sentencia debe considerarse firme, es 

decir, cuando no puede ser impugnada por los medios ordinarios o 

extraordinarios de defensa; sin embargo, existen fallos que no obstante su 

firmeza no adquieren autoridad de cosa juzgada, ya que pueden ser modificados 

cuando cambien las circunstancias que imperaban cuando se emitió la decisión, 

como ocurre, verbigracia, con lo previsto en el segundo párrafo del artículo 94 

del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, conforme al cual, 

las resoluciones judiciales firmes dictadas en negocios de alimentos, ejercicio y 

suspensión de la patria potestad, interdicción, jurisdicción voluntaria y las 

demás que las leyes prevean, como aquellas pronunciadas en los interdictos y 

acerca de las medidas precautorias, pueden alterarse cuando se modifiquen las 

circunstancias que afectan al ejercicio de la acción que se dedujo en el juicio 

correspondiente. 

cabe señalar que los límites de la cosa juzgada se pueden definir como objetivos 

y subjetivos, considerados los primeros como los supuestos en los cuales no 

puede discutirse en un segundo proceso lo resuelto en uno anterior, ya que el 

artículo 422 del Código de Procedimientos Civiles del Distrito Federal (situado en 

el capítulo relativo al valor de las pruebas) establece que para que una sentencia 

firme dictada en juicio surta efectos de cosa juzgada en diverso proceso, es 

necesario que entre el caso resuelto y aquel en que la sentencia sea invocada, 

concurra la identidad en las cosas, las causas, las personas de los litigantes y la 

calidad con que lo fueron, elementos que se conocen tradicionalmente como 

triple identidad, esto es, las partes, el objeto del litigio y las pretensiones, así 

como las causas de estas últimas. 
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UNIDAD IV LA ACCION DE NULIDAD DE JUICIO CONCLUIDO 

Problemática en el procedimiento Ejecución de sentencias en materia civil 

la normativa impugnada en este medio de control constitucional, la acción de 

nulidad de juicio concluido se prevé con la finalidad de entrar al estudio de 

cuestiones no debatidas en juicio, o que fueron litigadas con dolo por alguna o por 

ambas partes, o cuando se haya fallado con base en pruebas reconocidas o 

declaradas falsas con posterioridad a la sentencia, entre otros supuestos. 

será, entonces, lo que va después de de la sentencia. Y proceso de ejecución es la 

sucesión de actos interdependientes y coordinados para la obtención de un fin 

común, que es la satisfacción de la obligación consignada en un acto jurídico en 

favor del ejecutante. 

falsedad de las pruebas como vicio (Voto particular).                                                la 

fracción II del artículo en estudio prevé tres supuestos vinculados con la falsedad 

de las pruebas, los cuales tienen lugar cuando el fallo se haya basado: a) en 

pruebas reconocidas como falsas con posterioridad a la resolución. b) en pruebas 

que la parte vencida ignoraba que habían sido reconocidas como falsas, 

previamente al dictado de aquélla. c) en pruebas que se declaren falsas en el 

mismo proceso en que se ejerza la acción de nulidad de juicio concluido. 

cuando alguien fue parte en juicio, tanto en sentido formal como material, 

porque estuvo en aptitud de comparecer a juicio, a oponer sus excepciones y 

defensas, así como a ofrecer las pruebas que acreditaran sus excepciones, no es 

jurídicamente admisible que se le permita una nueva oportunidad, para que 

ahora en diverso procedimiento judicial pueda probar o desvirtuar los hechos 

relevantes, cuando desde el primer juicio tuvo la carga de hacer valer tales 

cuestiones. Porque en tal supuesto, la misma parte es quien, por su propia 

negligencia, omitió 

defenderse adecuadamente, no obstante que estuvo en aptitud de hacerlo y, al 

no 

hacerlo, la preclusión operó en su contra. 
consideraciones expresadas deben regir también para el segundo supuesto de 

procedencia contenido en la fracción II del artículo 737 A del Código de 

Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, en virtud de que si la prueba 

fundamental que sustentó el sentido del fallo dictado en la sentencia 

pronunciada en el primer juicio ya había sido declarada nula, pero la parte 

vencida alega que ignoraba esa situación y, al efecto, expone hechos con cierto 

grado de verosimilitud, que permitan llegar a suponer válidamente que dicha 

parte, durante la tramitación del juicio concluido tildado de nulo, no estuvo en 

aptitud de conocer la existencia de la decisión firme que ya se había emitido y 

que declaraba la falsedad de la prueba que, a su vez, sirvió de base para que su 

contraparte obtuviera sentencia favorable; en ese supuesto es plausible que se 

otorgue la oportunidad al vencido, de que se juzgue si efectivamente 

desconocía o no la declaración de falsedad, respecto de la prueba fundamental 

relativa, pues de ello dependerá que el juicio concluido pueda invalidarse o no. 

cuanto a que el tercer supuesto previsto en la fracción II del precepto 737 A 

citado, conforme al cual la acción de que se trata es procedente cuando el fallo 

se haya emitido con base en pruebas que se declaren falsas en el mismo proceso 

en que se ejerza la acción de nulidad de juicio concluido, no puede admitirse su 

validez, porque en este caso se propone la procedencia de la acción, sin que 

exista base alguna para demostrar la nulidad del juicio concluido, sino que sólo 

existe la mera afirmación del promovente y su pretensión de construir en el 

mismo proceso, el elemento sustancial que sirva de fundamento para la 

declaración de nulidad del juicio concluido. 

 

dos primeros supuestos de procedencia previstos en el artículo 737 A, fracción II, 

del código procesal civil de esta ciudad debieron considerarse válidos, en tanto que 

el tercero de ellos sí resultaba inconstitucional, como se precisó en la resolución 

adoptada por la mayoría. 

Documentos no presentados en el juicio, como vicio de nulidad (Voto 

concurrente). La fracción III del artículo 737 A del código procesal civil local 

establece la procedencia de la acción de nulidad a estudio, para el caso de que, 

después de dictada la sentencia, se encuentren documentos decisivos que no 

hayan podido presentarse: a) por causa de fuerza mayor o, b) por un hecho 

imputable al contrario. 

el proceso civil, la ejecución de sentencia es una actividad sustitutiva. 

Únicamente despliega sus efectos cuando el condenado en la sentencia no 

cumple voluntariamente la obligación que se le ha impuesto. De ahí que el 

órgano jurisdiccional no pueda actuar de oficio sino a instancia de parte, la cual 

deberá instar la ejecución mediante la presentación de la correspondiente 

demanda ejecutiva ante el juez competente (el que conoció del proceso en 

primera instancia). En concreto, dicha demanda hay que presentarla en el plazo 

de cinco años siguientes a la firmeza de la sentencia; en caso contrario, la acción 

ejecutiva caducará. Ahora bien, también hay que tener en cuenta que el 

tribunal no despachará ejecución de la sentencia dentro de los veinte días 

siguientes a la notificación de la misma al condenado, con lo que se viene a 

conceder a éste un plazo de cortesía para que cumpla voluntariamente. 

Teniendo en cuenta el contenido de la sentencia cuya ejecución se pretende, en el 

proceso civil se distingue entre la ejecución de sentencias de condena dineraria y 

las ejecuciones no dinerarias (ejecución por deberes de entregar cosas, ejecución 

por obligaciones de hacer o no hacer y ejecución para el cumplimiento de 

condenas a liquidar daños y perjuicios, frutos, rentas y la rendición de cuentas). 

ejecución de sentencia es una de las funciones que los órganos jurisdiccionales 

desarrollan en el ejercicio de la potestad jurisdiccional y se lleva a cabo cuando la 

obligación impuesta en la sentencia no se cumple voluntariamente por el que haya 

sido condenado. 

Establece el artículo 117.3 de la Constitución que la potestad jurisdiccional 

juzgando y haciendo ejecutar lo juzgado, corresponde exclusivamente a los 

Juzgados y Tribunales determinados por las leyes, según las normas de 

competencia y procedimiento que las mismas establezcan. En parecidos términos 

se expresa el artículo 2.2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. 

la ejecución civil, la Sentencia condenatoria firme es uno de los títulos que 
habilitan para instar la ejecución, pero a diferencia del procedimiento penal no el 
único. Puede instarse la ejecución ante el Juzgado de primera instancia 
competente con base a los siguientes títulos (artículo 517 LEC): 
- La sentencia de condena firme. 
- Los laudos o resoluciones arbitrales y los acuerdos de mediación, debiendo 
estos últimos haber sido elevados a escritura pública de acuerdo con la Ley de 
mediación en asuntos civiles y mercantiles. 

cuanto a la ejecución de sentencia, es una actividad sustitutiva. Únicamente 

despliega sus efectos cuando el condenado en la sentencia no cumple 

voluntariamente la obligación que se le ha impuesto. De ahí que el órgano 

jurisdiccional no pueda actuar de oficio sino a instancia de parte, la cual deberá 

instar la ejecución mediante la presentación de la correspondiente demanda 

ejecutiva ante el juez competente (el que conoció del proceso en primera 

instancia). En concreto, dicha demanda hay que presentarla en el plazo de cinco 

años siguientes a la firmeza de la sentencia; en caso contrario, la acción ejecutiva 

caducará. 
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